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EXPEDIENTE  : 4044-2020-SERVIR/TSC 
IMPUGNANTE  : RUTH ROCIO MORENO GALARRETA  
ENTIDAD  : HOSPITAL DE EMERGENCIAS PEDIATRICAS 
RÉGIMEN : DECRETO LEGISLATIVO Nº 276 
MATERIA : RÉGIMEN DISCIPLINARIO 
  SUSPENSIÓN POR TREINTA (30) DÍAS SIN GOCE DE 

REMUNERACIONES 
   
SUMILLA: Se declara INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por la señora 
RUTH ROCIO MORENO GALARRETA contra la Resolución Administrativa Nº 314-2020-
OP-OEA-HEP/MINSA, del 2 de noviembre de 2020, emitida por la Jefatura de la Oficina 
de Personal del Hospital De Emergencias Pediátricas, al haberse acreditado la 
comisión de la falta imputada. 
 
Lima, 18 de diciembre de 2020 
 
ANTECEDENTES 
  
1. Con Resolución Administrativa Nº 004-2020-OEA-HEP/MINSA, del 16 de enero de 

2020, la Dirección Ejecutiva de Administración del Hospital de Emergencias 
Pediátricas, en adelante la Entidad, resolvió iniciar procedimiento administrativo 
disciplinario, entre otros, a la señora RUTH ROCIO MORENO GALARRETA, en 
adelante la impugnante, por presuntamente haber incurrido en la falta 
administrativa tipificada en el literal d) del artículo 85º de la Ley Nº 30057, Ley del 
Servicio Civil1. 
 

Al respecto, la Entidad precisó que la impugnante incurrió en la falta imputada 
debido a que: “(…) no habría realizado en forma diligente las acciones de control y 
supervisión al equipo de almacén integrado por los servidores Percy Jesus Llerena 
Astorqa, Ampelio Luis Maro Osorio y Ruben Angel Vilca Huamani, ni habría 
establecido modalidades eficientes de control interno posterior en el almacén a su 
cargo a fin de velar por la custodia de los bienes que estuvieron bajo su cuidado y 
salvaguardar los intereses del Estado, ocasionando que a la fecha se desconozca la 
ubicación física de los bienes detallados en la relación adjunta al presente informe, 

                                                 
1  Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil 

“Artículo 85º.- Faltas de carácter disciplinario 
Son faltas de carácter disciplinario que, según su gravedad, pueden ser sancionadas con suspensión 
temporal o con destitución, previo proceso administrativo: 
(…) 
d) La negligencia en el desempeño de las funciones”. 

RESOLUCIÓN Nº 002348-2020-SERVIR/TSC-Primera Sala

141402570012020
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valorizados en un total de S/.112.063,18, que en los años 2017 y 2018 ingresaron al 
almacén para su custodia y control, cuya preexistencia está debidamente 
corroborada con las respectivas Órdenes de Compra/Guías de Internamiento”. 
 

2. Con escrito del 27 de enero de 2020 la impugnante formuló su descargo, 
cuestionando que se invoque el Manual de Organización y Funciones en la 
imputación de cargos y no el Reglamento de Organización y Funciones. Afirmaba 
que había cumplido a cabalidad sus funciones, y que, respecto a la sustracción de 
bienes de la Entidad, sería responsabilidad de otra oficina. También aseguraba que 
realizó acciones de control y supervisión al equipo de almacén desde que inició sus 
funciones, entre otras acciones que describe en su escrito, como la realización de 
inventarios. Señaló que la pérdida de bienes obedecía a la falta de seguridad, lo cual 
oportunamente informó y requirió a las oficinas competentes, y que los 
responsables directos eran el responsable de Almacén y su equipo.  
 

3. Mediante Resolución Administrativa Nº 314-2020-OP-OEA-HEP/MINSA, del 2 de 
noviembre de 2020, la Jefatura de la Oficina de Personal de la Entidad impuso a la 
impugnante la sanción de suspensión por treinta (30) días sin goce de 
remuneraciones, al concluir que estaba acreditado que incurrió en la falta prevista 
en el literal d) del artículo 85º de la Ley Nº 30057. Esto luego de considerar 
acreditados los hechos imputados.    

 

TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 
 

4. El 26 de noviembre de 2020 la impugnante interpuso recurso de apelación contra 
la Resolución Administrativa Nº 314-2020-OP-OEA-HEP/MINSA, alegando, 
principalmente, lo siguiente: 
 

(i) No se valoraron las pruebas que presentó ni se justificó por qué se 
desestimaron. 

(ii) Cumplió sus funciones a cabalidad. 
(iii) Se ha vulnerado el debido procedimiento y los principios de causalidad y 

presunción de licitud. 
(iv) No se ha configurado la negligencia imputada. 
(v) Se ha aplicado incorrectamente la figura del concurso de infractores.   

 
5. Con Oficio Nº 1085-2020-DG-HEP/MINSA la Entidad remitió al Tribunal del Servicio 

Civil, en adelante el Tribunal, el recurso de apelación presentado por la impugnante, 
así como los antecedentes que dieron origen al acto impugnado. 

 

6. Mediante Oficios Nos. 009222 y 009223-2020-SERVIR/TSC, el Tribunal informó a la 
impugnante y a la Entidad, respectivamente, que el recurso de apelación había sido 
admitido. 
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ANÁLISIS 
 
De la competencia del Tribunal del Servicio Civil 
 
7. De conformidad con el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 10232, modificado por 

la Centésima Tercera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 29951 - Ley del 
Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 20133, el Tribunal tiene por 
función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior del 
Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, en las materias: acceso 
al servicio civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario y 
terminación de la relación de trabajo; siendo la última instancia administrativa. 
 

8. Asimismo, conforme a lo señalado en el fundamento jurídico 23 de la Resolución de 
Sala Plena Nº 001-2010-SERVIR/TSC4, precedente de observancia obligatoria sobre 
competencia temporal, el Tribunal es competente para conocer en segunda y última 
instancia administrativa los recursos de apelación que sean presentados ante las 
entidades a partir del 15 de enero de 2010, siempre y cuando, versen sobre las 
materias establecidas descritas en el numeral anterior. 

 
9. Posteriormente, en el caso de las entidades del ámbito regional y local, el Tribunal 

asumió, inicialmente, competencia para conocer los recursos de apelación que 
correspondían solo a la materia de régimen disciplinario, en virtud a lo establecido 

                                                 
2  Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
 “Artículo 17º.- Tribunal del Servicio Civil 

El Tribunal del Servicio Civil - el Tribunal, en lo sucesivo - es un órgano integrante de la Autoridad que 
tiene por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior del Sistema. 
El Tribunal es un órgano con independencia técnica para resolver en las materias de su competencia. 
Conoce recursos de apelación en materia de: 
a) Acceso al servicio civil; 
b) Pago de retribuciones; 
c) Evaluación y progresión en la carrera; 
d) Régimen disciplinario; y,  
e) Terminación de la relación de trabajo. 
El Tribunal constituye última instancia administrativa. Sus resoluciones podrán ser impugnadas 
únicamente ante la Corte Superior a través de la acción contenciosa administrativa. 
Por decreto supremo refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, previa opinión favorable 
de la Autoridad, se aprobarán las normas de procedimiento del Tribunal”. 

3  Ley Nº 29951 - Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2013 
 DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 

“CENTÉSIMA TERCERA.- Deróguese el literal b) del artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, Decreto 
Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, rectora del Sistema Administrativo de 
Gestión de Recursos Humanos”. 

4 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 17 de agosto de 2010. 
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en el artículo 90º de la Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil5, y el artículo 95º de su 
reglamento general, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM6; para 
aquellos recursos de apelación interpuestos a partir del 1 de julio de 2016, conforme 
al comunicado emitido por la Presidencia Ejecutiva de SERVIR y publicado en el 
Diario Oficial “El Peruano”7, en atención al acuerdo del Consejo Directivo del 16 de 
junio de 20168. 

 
10. Sin embargo, es preciso indicar que a través del Comunicado de SERVIR publicado 

en el Diario Oficial “El Peruano” el 29 de junio de 2019, en atención a un nuevo 

                                                 
5 Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil 

“Artículo 90º.- La suspensión y la destitución 
La suspensión sin goce de remuneraciones se aplica hasta por un máximo de trescientos sesenta y cinco 
(365) días calendario previo procedimiento administrativo disciplinario. El número de días de suspensión 
es propuesto por el jefe inmediato y aprobado por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces, 
el cual puede modificar la sanción propuesta. La sanción se oficializa por resolución del jefe de recursos 
humanos o quien haga sus veces. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil.  
La destitución se aplica previo proceso administrativo disciplinario por el jefe de recursos humanos o 
quien haga sus veces. Es propuesta por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces y aprobada 
por el titular de la entidad pública, el cual puede modificar la sanción propuesta. Se oficializa por 
resolución del titular de la entidad pública. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil”. 

6 Reglamento de la Ley Nº 30057, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 95º.- Competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria en segunda instancia 
De conformidad con el artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, que crea la Autoridad del Servicio 
Civil, rectora del sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, la autoridad competente 
para conocer y resolver el recurso de apelación en materia disciplinaria es el Tribunal del Servicio Civil, 
con excepción del recurso de apelación contra la sanción de amonestación escrita, que es conocida por 
el jefe de recursos humanos, según el artículo 89 de la Ley. 
La resolución de dicho tribunal pronunciándose sobre el recurso de apelación agota la vía 
administrativa”. 

7 El 1 de julio de 2016. 
8  Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
   “Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo  

Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general; 
b) Aprobar la política general de la institución; 
c) Aprobar la organización interna de la Autoridad, dentro de los límites que señala la ley y el Reglamento 
de Organización y Funciones; 
d) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
e) Nombrar y remover al gerente de la entidad y aprobar los nombramientos y remociones de los demás 
cargos directivos;  
f) Nombrar, previo concurso público, aceptar la renuncia y remover a los vocales del Tribunal del Servicio 
Civil; 
g) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
h) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
i) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
j) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y 
k) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema”. 
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acuerdo de su Consejo Directivo9, se hizo de público conocimiento la ampliación de 
competencias del Tribunal en el ámbito regional y local, correspondiéndole la 
atención de los recursos de apelación interpuestos a partir del lunes 1 de julio de 
2019, derivados de actos administrativos emitidos por las entidades del ámbito 
regional y local, en lo que respecta al resto de materias: acceso al servicio civil, 
evaluación y progresión en la carrera, y terminación de la relación de trabajo; esto 
es, asumió la totalidad de su competencia a nivel nacional, tal como se puede 
apreciar en el siguiente cuadro: 

 
COMPETENCIAS DEL TRIBUNAL DEL SERVICIO CIVIL 

2010 2011 
Recursos de apelación 
interpuestos a partir del  
1 de julio de 2016 

Recursos de apelación 
interpuestos a partir del 
1 de julio de 2019 

PRIMERA SALA 
Gobierno 

Nacional (todas 
las materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno 
Nacional 
(todas las 
materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

Gobierno Regional y Local 
(solo régimen disciplinario) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional y 

Gobierno Regional y Local 
(todas las materias) 

 
11. Por tal razón, al ser el Tribunal el único órgano que resuelve la segunda y última 

instancia administrativa en vía de apelación en las materias de acceso al servicio 
civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario y terminación de 
la relación de trabajo en los tres (3) niveles de gobierno (Nacional, Regional y Local), 

                                                 
9 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, modificado por el Decreto 
Legislativo Nº 1450 

   “Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo 
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general y/o de alcance nacional; 
b) Aprobar las normas de desarrollo del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos; 
c) Aprobar la política general de SERVIR; 
d) Aprobar el Presupuesto Institucional, los Estados Financieros, el Balance General, el Plan Estratégico 
Institucional y el Plan Operativo Institucional; 
e) Aprobar la organización interna de SERVIR, el funcionamiento del Consejo Directivo y el desarrollo de 
las funciones de las gerencias y de órganos que se requieran para el ejercicio de sus funciones, dentro 
de los límites que señala la ley y el Reglamento de Organización y Funciones; 
f) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
g) Designar y remover, a propuesta del Presidente Ejecutivo de SERVIR, al Gerente General de SERVIR, 
en los términos que apruebe el Consejo, y aprobar las incorporaciones por concurso público y 
desvinculaciones de los demás Gerentes, Directores y Jefes; 
h) Aprobar la designación, previo concurso público, aceptar la renuncia y aprobar la remoción de los 
vocales del Tribunal del Servicio Civil; 
i) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
j) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
k) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
l) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y, 
m) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema.” 
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con la resolución del presente caso asume dicha competencia, pudiendo ser sus 
resoluciones impugnadas solamente ante el Poder Judicial. 

 
12. En ese sentido, considerando que es deber de todo órgano decisor, en cautela del 

debido procedimiento, resolver la controversia puesta a su conocimiento según el 
mérito de lo actuado; y, habiéndose procedido a la admisión del recurso de 
apelación y valoración de los documentos y actuaciones que obran en el 
expediente, corresponde en esta etapa efectuar el análisis jurídico del recurso de 
apelación. 
 

Del régimen disciplinario aplicable y el procedimiento sancionador regulado por la Ley 
Nº 30057, Ley del Servicio Civil, y su Reglamento General, aprobado por el Decreto 
Supremo Nº 040-2014-PCM 
 
13. Mediante la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil, publicada el 4 de julio de 2013 en 

el Diario Oficial “El Peruano”, se aprobó un nuevo régimen del servicio civil para las 
personas que prestan servicios en las entidades públicas del Estado y aquellas que 
se encuentran encargadas de su gestión, con la finalidad de alcanzar mayores 
niveles de eficacia y eficiencia, así como prestar efectivamente servicios de calidad 
a la ciudadanía, promoviendo además el desarrollo de las personas que lo integran. 

 
14. Al respecto, en el Título V de la citada Ley, se establecieron las disposiciones que 

regularían el régimen disciplinario y el procedimiento sancionador, las mismas que 
conforme a lo dispuesto por la Novena Disposición Complementaria Final de la Ley 
del Servicio Civil10, serían aplicables una vez que entre en vigencia la norma 
reglamentaria sobre la materia11. 

 
15. Es así que, el 13 de junio de 2014, se publicó en el Diario Oficial “El Peruano” el 

Reglamento General de la Ley del Servicio Civil, aprobado por Decreto Supremo Nº 

                                                 
10Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
“NOVENA.- Vigencia de la Ley 
a) (…) Las normas de esta ley sobre la capacitación y la evaluación del desempeño y el Título V, referido 
al régimen disciplinario y procedimiento sancionador, se aplican una vez que entren en vigencia las 
normas reglamentarias de dichas materias, con excepción de lo previsto en los artículos 17º y 18º de 
esta ley, que se aplican una vez que se emita la resolución de inicio del proceso de implementación. 
(…)”.  

11Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
“NOVENA.- Vigencia de la Ley 
a) (…) Las normas de esta ley sobre la capacitación y la evaluación del desempeño y el Título V, referido 
al régimen disciplinario y procedimiento sancionador, se aplican una vez que entren en vigencia las 
normas reglamentarias de dichas materias, con excepción de lo previsto en los artículos 17º y 18º de 
esta ley, que se aplican una vez que se emita la resolución de inicio del proceso de implementación. 
(…)”.  
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040-2014-PCM, en cuya Undécima Disposición Complementaria Transitoria12 se 
estableció que el título correspondiente al régimen disciplinario y procedimiento 
sancionador entraría en vigencia a los tres (3) meses de su publicación, es decir, a 
partir del 14 de septiembre de 2014. 

 
16. En ese sentido, a partir del 14 de septiembre de 2014, resultaban aplicables las 

disposiciones establecidas en el Título V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del 
Libro I de su Reglamento General, entre los que se encontraban comprendidos 
aquellos trabajadores sujetos bajo los regímenes de los Decretos Legislativos Nos 
276, 728 y 1057, estando excluidos sólo los funcionarios públicos que hayan sido 
elegidos mediante elección popular, directa y universal, conforme lo establece el 
artículo 90º del Reglamento General de la Ley del Servicio Civil13. 

 
17. En concordancia con lo señalado en el numeral precedente, a través de la Directiva 

Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador 
de la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil”, aprobada por Resolución de Presidencia 
Ejecutiva Nº 101-2015-SERVIR-PE14, se efectuó diversas precisiones respecto al 

                                                 
12 Reglamento General de la Ley Nº 30057, aprobado por el Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS 
“UNDÉCIMA.- Del régimen disciplinario 
El título correspondiente al régimen disciplinario y procedimiento sancionador entra en vigencia a los 
tres (3) meses de publicado el presente reglamento con el fin que las entidades adecuen internamente 
al procedimiento.  
Aquellos procedimientos disciplinarios que fueron instaurados con fecha anterior a la entrada en 
vigencia del régimen disciplinario de la Ley 30057 se regirán por las normas por las cuales se les imputó 
responsabilidad administrativa hasta su terminación en segunda instancia administrativa”. 

13 Reglamento General de la Ley Nº 30057, aprobado por el Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 90º.- Ámbito de Aplicación 
Las disposiciones de este Título se aplican a los siguientes servidores civiles: 
a) Los funcionarios públicos de designación o remoción regulada, con excepción del Defensor del Pueblo, 
el Contralor General de la República, los miembros del Jurado Nacional de Elecciones, los miembros del 
Consejo Nacional de la Magistratura, el Jefe de la Oficina Nacional de Procesos Electorales, el Jefe del 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, los miembros del Directorio del Banco Central de 
Reserva y el Superintendente de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones. 
b) Los funcionarios públicos de libre designación y remoción, con excepción de los Ministros de Estado. 
c) Los directivos públicos; 
d) Los servidores civiles de carrera; 
e) Los servidores de actividades complementarias y 
f) Los servidores de confianza. 
Los funcionarios públicos de elección popular, directa y universal se encuentran excluidos de la 
aplicación de las disposiciones del presente Título. Su responsabilidad administrativa se sujeta a los 
procedimientos establecidos en cada caso”. 

14 Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley 
Nº 30057, Ley del Servicio Civil”, aprobada por la Resolución de Presidencia Ejecutiva Nº 101-2015-
SERVIR-PE 
“4. ÁMBITO 
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régimen disciplinario y el procedimiento sancionador regulado en la Ley del Servicio 
Civil y su Reglamento General, señalando en su numeral 4.115 que dichas 
disposiciones resultaban aplicables a todos los servidores y ex servidores de los 
regímenes regulados por los Decretos Legislativos Nos 276, 728, 1057 y Ley Nº 
30057.  

 
18. Por tanto, a partir del 14 de septiembre de 2014 resultaban aplicables las normas 

previstas en el Título V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del Libro I de su 
Reglamento General, a todos los servidores y ex servidores comprendidos bajo los 
regímenes laborales de los Decretos Legislativos Nos 276, 728 y 1057. 

 
19. Por su parte, respecto a la vigencia del régimen disciplinario y el procedimiento 

administrativo disciplinario, en el numeral 6 de la Directiva Nº 02-2015-
SERVIR/GPGSC, se estableció cuales debían ser las normas que resultaban aplicables 
atendiendo al momento de la instauración del procedimiento administrativo, para 
lo cual se especificó los siguientes supuestos:  

 
(i) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados antes del 14 de 

septiembre de 2014, se rigen por las normas sustantivas y procedimentales 
vigentes al momento de la instauración del procedimiento hasta la resolución de 
los recursos de apelación que, de ser el caso, se interpongan contra los actos que 
ponen fin al procedimiento. 

(ii) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 14 de 
septiembre de 2014, por hechos cometidos con anterioridad a dicha fecha, se 
rigen por las reglas procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su 
Reglamento General, y por las reglas sustantivas aplicables al momento en que 
se cometieron los hechos.  

(iii) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 14 de 
septiembre de 2014, por hechos cometidos a partir de dicha fecha, se regirán 
por las normas procedimentales y sustantivas sobre régimen disciplinario 
previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General. 

                                                 
4.1 La presente directiva desarrolla las reglas procedimentales y sustantivas del régimen disciplinario y 
procedimiento sancionador y es aplicable a todos los servidores y ex servidores de los regímenes 
regulados bajo los Decretos Legislativos 276, 728, 1057 y Ley Nº 30057, con las exclusiones establecidas 
en el artículo 90 del Reglamento. (…)”. 

15 Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley 
Nº 30057, Ley del Servicio Civil”, aprobada por la Resolución de Presidencia Ejecutiva Nº 101-2015-
SERVIR-PE 
“4. ÁMBITO 
4.1 La presente directiva desarrolla las reglas procedimentales y sustantivas del régimen disciplinario y 
procedimiento sancionador y es aplicable a todos los servidores y ex servidores de los regímenes 
regulados bajo los Decretos Legislativos 276, 728, 1057 y Ley Nº 30057, con las exclusiones establecidas 
en el artículo 90 del Reglamento. (…)”. 
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(iv) Si en segunda instancia administrativa o en la vía judicial se declarase la nulidad 
en parte o de todo lo actuado, el procedimiento se regiría por las reglas 
procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General, y 
por las reglas sustantivas aplicables al momento en que se cometieron los 
hechos.  

 
Respecto a las reglas procedimentales y sustantivas de la responsabilidad 
disciplinaria, corresponde señalar que en el numeral 7 de la Directiva Nº 02-2015-
SERVIR/GPGSC16, se especificó qué normas serían consideradas procedimentales y 
sustantivas, conforme a continuación se detalla: 

 
(i) Reglas procedimentales: Autoridades competentes, etapas y fases del 

procedimiento administrativo, plazos y formalidades de los actos 
procedimentales, reglas sobre actividad probatoria y ejercicio del derecho de 
defensa, medidas cautelares y plazos de prescripción. 

(ii) Reglas sustantivas: Los deberes y/u obligaciones, prohibiciones, 
incompatibilidades, y derechos de los servidores, así como faltas y sanciones. 

 
20. En ese sentido, se debe concluir que a partir del 14 de septiembre de 2014 las 

entidades públicas con trabajadores sujetos bajo los regímenes regulados por el 
Decreto Legislativo Nº 276, Decreto Legislativo Nº 728 y Decreto Legislativo Nº 1057 
deben aplicar las disposiciones, sobre materia disciplinaria, establecidas en el Título 
V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del Libro I de su Reglamento General, 
siguiendo las reglas sustantivas y procedimentales mencionadas en los numerales 
precedentes. 

 

                                                 
16 Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley 

Nº 30057, Ley del Servicio Civil”, aprobada por la Resolución de Presidencia Ejecutiva Nº 101-2015-
SERVIR-PE 
“7. REGLAS PROCEDIMENTALES Y REGLAS SUSTANTIVAS DE LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA 
Se considera como normas procedimentales y sustantivas, para efectos de los dispuesto en el numeral 
6 de la presente directiva, las siguientes: 
7.1 Reglas procedimentales: 
- Autoridades competentes del procedimiento administrativo disciplinario. 
- Etapas y fases del procedimiento administrativo disciplinario y plazos para la realización de actos 
procedimentales. 
- Formalidades previstas para la emisión de los actos procedimentales. 
- Reglas sobre actividad probatoria y ejercicio del derecho de defensa. 
- Medidas cautelares. 
- Plazos de prescripción. 
7.2 Reglas sustantivas: 
- Los deberes y/u obligaciones, prohibiciones, incompatibilidades y derechos de los servidores. 
- Las faltas. 
- Las sanciones: tipos, determinación graduación y eximentes”. 
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21. En consecuencia, los hechos de materia de imputación ocurrieron antes del 14 de 
septiembre de 2014, en ese sentido las reglas sustantivas se encuentran bajo el 
régimen laboral del Decreto Legislativo Nº 276, y el inicio del procedimiento 
administrativo disciplinario fue con posterioridad al 14 de septiembre de 2014, lo 
que considera las reglas procedimentales le corresponde aplicar las disposiciones 
establecidas en el régimen disciplinario de la Ley Nº 30057. 
 

Sobre la falta imputada y los argumentos del recurso de apelación  
 
22. Previamente, debemos recordar que para enervar el principio de presunción de 

inocencia las autoridades administrativas deben contar con medios probatorios 
idóneos que, al ser valorados debidamente, produzcan certeza de la culpabilidad 
de los administrados en los hechos que les son atribuidos. Así, “la presunción solo 
cederá si la entidad puede acopiar evidencia suficiente sobre los hechos y su autoría, 
tener seguridad que se han producido todos los elementos integrantes del tipo 
previsto, y un razonamiento lógico suficiente que articule todos estos elementos 
formando convicción”17.   
 

23. El Tribunal Constitucional ha señalado que el derecho a la presunción de inocencia, 
como todo derecho, no es absoluto, sino relativo; precisando lo siguiente: “parte de 
esa relatividad del derecho a la presunción de inocencia está vinculado también con 
que dicho derecho incorpora una presunción «iuris tantum» y no una presunción 
absoluta; de lo cual se deriva, como lógica consecuencia, que la presunción de 
inocencia puede ser desvirtuada mediante una mínima actividad probatoria”18. Por 
esa razón, para enervar el principio de presunción de inocencia las entidades están 
obligadas a realizar una mínima actividad probatoria que permita contar con los 
elementos suficientes para generar certeza de la culpabilidad del administrado en 
los hechos que le son atribuidos. 

 

24. Es pues en esa línea que los numerales 1.3 y 1.11 del artículo IV del Título Preliminar 
del Texto Único Ordenado  de la Ley Nº 27444, aprobado por Decreto Supremo Nº 
004-2019-JUS19, reconocen los principios de impulso de oficio y verdad material, 

                                                 
17MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General: Texto 

Único Ordenado de la Ley Nº 27444. Tomo II. Lima: Gaceta Jurídica, 2017, p. 441. 
18Sentencia recaída en el expediente Nº 2440-2007-PHC/TC, fundamento quinto. 
19Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
TÍTULO PRELIMINAR 
“Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo 
1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin 
perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo: 
(…) 
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respectivamente, según los cuales, en el procedimiento administrativo la autoridad 
administrativa tiene la obligación de ejecutar todos los actos convenientes para 
verificar los hechos que motivan su decisión, siendo imperativo que impulsen el 
procedimiento y recaben tantos medios probatorios como sean necesarios para 
arribar a una conclusión acorde con la realidad de los hechos. 

 
25. Evidentemente, los principios de impulso de oficio y verdad material constituyen 

medios de satisfacción del principio de presunción de inocencia, pues solo en la 
medida en que la Entidad haya comprobado objetivamente que el servidor cometió 
la falta que le fue atribuida, podrá declararlo culpable y sancionarlo. Por ello, es 
obligación de la Entidad agotar todos los medios posibles para determinar su 
culpabilidad en resguardo de la función pública, estando proscrito imponer 
sanciones sobre parámetros subjetivos o supuestos no probados. 
 

26. Esta forma en la que debe operar la administración pública guarda vinculación con 
el principio de interdicción de arbitrariedad, el cual constituye una máxima de 
derecho dentro de un Estado Constitucional que, en una de sus diversas aristas, 
impide a los poderes públicos cometer actos carentes de objetividad y razonabilidad 
que afecten el derecho de los particulares. Así también lo ha entendido el Tribunal 
Constitucional cuando precisó que “Al reconocerse en los artículos 3º y 43º de la 
Constitución Política del Perú el Estado Social y Democrático de Derecho, se ha 
incorporado el principio de interdicción o prohibición de todo poder ejercido en 
forma arbitraria e injusta. Este principio tiene un doble significado: (i) en un sentido 
clásico y genérico, la arbitrariedad aparece como el reverso de la justicia y el 
derecho; (ii) en un sentido moderno y concreto, la arbitrariedad aparece como lo 
carente de fundamentación objetiva, lo incongruente y contradictorio con la 
realidad que ha de servir de base a toda decisión. Es decir, como aquello desprendido 
o ajeno a toda razón de explicarlo”20. 

 

                                                 
1.3. Principio de impulso de oficio.- Las autoridades deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento 
y ordenar la realización o práctica de los actos que resulten convenientes para el esclarecimiento y 
resolución de las cuestiones necesarias.  
(…) 
1.11. Principio de verdad material.- En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá 
verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas 
las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los 
administrados o hayan acordado eximirse de ellas.  
En el caso de procedimientos trilaterales la autoridad administrativa estará facultada a verificar por 
todos los medios disponibles la verdad de los hechos que le son propuestos por las partes, sin que ello 
signifique una sustitución del deber probatorio que corresponde a estas. Sin embargo, la autoridad 
administrativa estará obligada a ejercer dicha facultad cuando su pronunciamiento pudiera involucrar 
también al interés público”. 

20Fundamento 12 de la sentencia emitida en el Tribunal Constitucional emitida en el Expediente Nº 03167-
2010-PA/TC 
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27. De manera que toda autoridad administrativa que pretenda imponer una sanción a 
un administrado estará obligada a realizar una mínima actividad probatoria para 
comprobar objetivamente que este es culpable del hecho que se le atribuye, lo que 
implica actuar de oficio determinadas pruebas o diligencias según la naturaleza de 
los hechos investigados. De lo contrario, como bien afirma el Tribunal 
Constitucional, “el procedimiento administrativo disciplinario sólo se convertiría en 
un ritualismo puramente formal de descargos, alejado por completo de la vigencia 
del «debido proceso»”21.   
 

28. Bajo estas premisas, conforme se ha expuesto en los antecedentes de la presente 
resolución, la impugnante ha sido sancionada por presuntamente haber incurrido 
en la falta disciplinaria recogida en el literal d) del artículo 85º de la Ley Nº 30057, 
que sanciona: la negligencia en el desempeño de las funciones. Vale decir, sanciona 
el actuar poco diligente de un servidor.   
 

29. En ese sentido, en palabras de Morgado Valenzuela, ha de entenderse que el deber 
de diligencia “…comprende el cuidado y actividad en ejecutar el trabajo en la 
oportunidad, calidad y cantidad convenidas. Ha sido conceptuado como un medio 
de colaboración para los fines de la empresa (Messias Pereira Donato)”. Asimismo, 
el citado autor señala que su incumplimiento se manifiesta en “…el desinterés y 
descuido en el cumplimiento de las funciones; en la desidia, (…), falta de exactitud e 
indolencia en la ejecución de las tareas…”22. 

 

30. Para la Real Academia de Española de la Lengua, el término diligencia vemos que 
tiene las siguientes acepciones: cuidado y actividad en ejecutar algo; y, prontitud, 
agilidad, prisa. 

 

31. Entonces, si bien el término diligencia es un concepto jurídico indeterminado, para 
los efectos del presente caso se puede concebir el mismo como la forma en la que 
el trabajador realiza la prestación laboral, la cual lo obliga a ejecutar las actividades 
o labores asignadas con el debido cuidado, interés, preocupación, exactitud, 
empeño y dedicación. Esto conlleva lógicamente a que el trabajador tenga que 
realizar todas aquellas acciones que sean mínimamente necesarias para cumplir 
oportunamente las labores que deriven de su cargo, las mismas que contribuirán a 
su vez a la consecución de los objetivos institucionales planteados. 
 

32. Por lo que, el literal d) del artículo 85º de la Ley Nº 30057 ha establecido como una 
falta del servidor la negligencia en el ejercicio de sus funciones, lo que constituye 

                                                 
21Fundamento 6 de la sentencia emitida en el Tribunal Constitucional emitida en el Expediente Nº 0201-

2004-PA/TC  
22MORGADO VALENZUELA, Emilio, El despido disciplinario, en Instituciones de Derecho del Trabajo y de la 

Seguridad Social, Coordinadores: Buen Lozano, Néstor y Morgado Valenzuela, Emilio, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, México, 1997, p. 574.  
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una materialización positiva de la obligación de la diligencia debida que debe tener 
todo servidor en el marco de la relación laboral estatutaria. 

 

33. Este Tribunal ya ha tenido ocasión de emitir numerosos pronunciamientos en los 
que ha explicado cuál es el contenido de esta falta y cómo es que debe ser vinculada 
con otras disposiciones que permitan determinar claramente cuál es la conducta 
proscrita, a fin de garantizar el debido procedimiento administrativo. Incluso, el 1 
de abril de 2019 se publicó en el Diario Oficial “El Peruano” la Resolución de Sala 
Plena Nº 001-2019-SERVIR/TSC, en la que se fijaron pautas sobre cómo se debe 
aplicar la falta en cuestión.      

 
34. En el considerado 31 del precedente vinculante en mención, se indicó: “este 

Tribunal del Servicio Civil considera que en los casos en los que las entidades 
estatales imputen la falta disciplinaria sustentada en la negligencia en el desempeño 
de las funciones, deben especificar con claridad y precisión las normas 
complementarias a las que se remiten, cuidando que se contemplen las funciones 
que las normas de organización interna de la entidad ha establecido para sus 
servidores y funcionarios, las cuales obviamente deben ser de previo conocimiento 
de su personal”. 

 

35. Asimismo, este Tribunal indicó en el considerando 32 de la Resolución de Sala Plena 
Nº 001-2019-SERVIR/TSC que: “funciones son aquellas tareas, actividades o labores 
vinculadas estrechamente al cargo en el que ha sido asignado el servidor sometido 
a procedimiento disciplinario, descritas usualmente en algún instrumento de gestión 
u otro documento”. (el resaltado es nuestro). 

 

36. En el presente caso la Entidad ha identificado qué cargo ocupaba la impugnante y 
qué funciones no ha cumplido cabalmente; esto es, las descritas en el Manual de 
Organización y Funciones, que señala: “controlar y supervisar al Equipo de Almacén 
a fin de mantener un sistema de stock adecuado”; y, “establecer modalidades de 
control interno, previo, simultaneo y posterior en la Unidad Orgánica”. 

 
37. De modo que la Entidad ha cumplido con precisar qué falta ha cometido la 

impugnante y ha complementado la misma de forma tal que pueda determinarse 
el supuesto de hecho infractor, satisfaciendo así el principio de tipicidad. 

 

38. Ahora bien, el hecho atribuido a la impugnante consiste en: “no habría realizado en 
forma diligente las acciones de control y supervisión al equipo de almacén integrado 
por los servidores Percy Jesus Llerena Astorqa, Ampelio Luis Maro Osorio y Ruben 
Angel Vilca Huamani, ni habría establecido modalidades eficientes de control 
interno posterior en el almacén a su cargo a fin de velar por la custodia de los bienes 
que estuvieron bajo su cuidado y salvaguardar los intereses del Estado, ocasionando 
que a la fecha se desconozca la ubicación física de los bienes detallados en la 
relación adjunta al presente informe, valorizados en un total de S/.112.063,18, que 
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en los años 2017 y 2018 ingresaron al almacén para su custodia y control, cuya 
preexistencia está debidamente corroborada con las respectivas Órdenes de 
Compra/Guías de Internamiento”. 

 

39. En ese contexto, apreciamos que la impugnante niega ser responsable de los hechos 
imputados, afirmando que la culpa por la pérdida de bienes de la Entidad es de otras 
oficinas, así como del responsable del almacén y su equipo.  

 

40. De esta manera, se advierte que hubo deficiencias en el almacén cuyo responsable 
y su equipo dependían de la impugnante, pero esta asegura que la responsabilidad 
por la pérdida de bienes únicamente les corresponde a aquellos y no a ella. 

 

41. Sin embargo, de conformidad con lo establecido en el Manual de Organización y 
Funciones, la impugnante era responsable de controlar y supervisar al equipo de 
almacén, por lo que no puede evadir su responsabilidad si es que no supervisó 
adecuadamente al equipo de personal a fin de garantizar la conservación de los 
bienes que se encontraban bajo custodia del almacén.    

 

42. En esa medida, lo que se está reprochando a la impugnante es su falta de interés y 
dedicación a la hora ejecutar acciones de control y supervisión sobre el equipo de 
almacén, lo cual queda evidenciado, por un lado, con el hecho de que se produjo la 
pérdida de bienes valorizados en un total de S/ 112.063,18, que ingresaron al 
almacén para su custodia y control entre el 2017 y 2018, y, en la falta de acciones 
concretas por parte de la impugnante para ejercer control y supervisión sobre el 
equipo de almacén, pues, si bien ha presentado memorándums, informes y correos 
electrónicos para desvirtuar las imputaciones en su contra, lo cierto es que estos 
demuestran que la impugnante efectuó acciones de gestión y coordinación, lo cual 
era propio de su cargo, pero no así acciones concretas que evidencien que ejercía 
control periódicamente sobre el personal del almacén, o que los supervisaba. 

 

43. Igualmente, se advierte que se reprochó a la impugnante no implementar 
modalidades eficientes de control interno posterior en el almacén. Al respecto, la 
impugnante ha ofrecido documentos que evidencian acciones ejercidas con 
posterioridad a que se advirtiera la situación irregular en el almacén, pero tales 
documentos no evidencian que haya implementado algún tipo de control posterior 
en el almacén de forma tal que pudiese haberse advertido el faltante de bienes 
oportunamente, más allá de inventarios periódicos. Esta situación nuevamente 
evidencia su falta de interés y descuido en el cumplimiento de sus funciones.  

 

44. Por lo que, a consideración de este cuerpo Colegiado, los argumentos de defensa 
de la impugnante no desvirtúan su responsabilidad en la comisión de la falta 
imputada. 
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45. En esa línea, del acto de sanción se advierte que la Entidad ha explicado claramente 
las razones que han justificado que se sancione a la impugnante, conforme a lo 
desarrollado precedentemente, motivando así su decisión. Sobre esto último, 
debemos señalar que el TUO de la Ley Nº 27444 reconoce a los administrados el 
derecho a obtener una decisión motivada como una garantía del derecho al debido 
procedimiento. Esta, en proporción al contenido y conforme al ordenamiento 
jurídico, constituye un requisito de validez del acto administrativo23 que se 
sustenta en la necesidad de permitir apreciar su grado de legitimidad y limitar la 
arbitrariedad en la actuación pública24. Permite así a la Administración poner en 
evidencia que su actuación no es arbitraria, sino que está sustentada en la 
aplicación racional y razonable del derecho y su sistema de fuentes25. Es por ello por 
lo que no es admisible que una autoridad administrativa se limite a expresar la 
normativa en que ampara su decisión o, exponga fórmulas genéricas o vacías de 
fundamentación.   
 

46. Pero, el Tribunal Constitucional ha precisado, que: “La Constitución no garantiza 
una determinada extensión de la motivación, por lo que su contenido esencial se 
respeta siempre que exista fundamentación jurídica, congruencia entre lo pedido y 
lo resuelto y, por sí misma, exprese una suficiente justificación de la decisión 
adoptada, aun si esta es breve o concisa, o se presenta el supuesto de motivación 
por remisión. 
Tampoco garantiza que, de manera pormenorizada, todas las alegaciones que las 
partes puedan formular dentro del proceso sean objeto de un pronunciamiento 
expreso y detallado. En materia penal, el derecho en referencia garantiza que la 
decisión expresada en el fallo sea consecuencia de una deducción razonable de los 
hechos del caso, las pruebas aportadas y la valoración jurídica de ellas en la 
resolución de la controversia. En suma, garantiza que el razonamiento empleado 
guarde relación y sea proporcionado y congruente con el problema que al juez penal 
corresponde resolver”26. 

                                                 
23Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
 “Artículo 3º.- Requisitos de validez de los actos administrativos 
 Son requisitos de validez de los actos administrativos: 
 (…) 
 4. Motivación.- El acto administrativo debe estar debidamente motivado en proporción al contenido y 

conforme al ordenamiento jurídico”. 
24Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
 “Artículo 6º.- Motivación del acto administrativo 
 (…)  
 6.3 No son admisibles como motivación, la exposición de fórmulas generales o vacías de 

fundamentación para el caso concreto o aquellas fórmulas que por su oscuridad, vaguedad, 
contradicción o insuficiencia no resulten específicamente esclarecedoras para la motivación del acto”. 

25Fundamento 11 de la sentencia emitida en el expediente Nº 2192-2004-AA/TC. 
26Fundamento 11 de la sentencia emitida en el expediente Nº 1230-2002-HC/TC.  
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47. Por lo tanto, las razones expuestas por la Entidad satisfacen el deber de motivación, 
al haber rebatido cada uno de los cuestionamientos formulados por la impugnante 
en su descargo y explicado en qué sustenta su decisión de sancionarla. 
 

48. Finalmente, este Tribunal advierte que la Entidad no ha aplicado correctamente la 
figura del concurso de infractores, la cual viene a ser una figura especial y 
excepcional para efectos del régimen disciplinario regulado por la Ley del Servicio 
Civil, que, para su configuración, exige la presencia correlativa de los siguientes 
presupuestos: 

 
(i) Pluralidad de infractores, es decir la existencia de más de un servidor y/o 

funcionario público en un mismo lugar o tiempo. 
(ii) Unidad de hecho, esto es que el mismo suceso fáctico sea cometido por todos 

los infractores en un mismo lugar o tiempo. 
(iii) Unidad de precepto legal o reglamentario vulnerado, es decir que la misma 

infracción catalogada como falta sea atribuible -por igual- a todos los 
infractores. 

 
49. Así, en el presente caso, no se advierte que concurra la unidad de hecho dado que 

los involucrados incurrieron en las faltas en distinta forma, tiempo y lugar. Peor aún, 
valorándose la función que cada uno debía cumplir, estas son diferentes; de 
manera que no correspondía aplicar las reglas para el concurso de infractores. Sin 
embargo, no es menos cierto que, de tramitarse los procedimientos de manera 
independiente, las autoridades que hubieran tramitado el procedimiento 
disciplinario respecto a la impugnante hubieran sido las mismas: jefe inmediato y 
jefe de recursos humanos o quien hiciera sus veces, por lo que finalmente no se 
afectó la determinación de las autoridades del procedimiento. 
 

50. En este punto, debemos recordar que el principio de trascendencia reconoce que 
los tribunales tienen la facultad de “declarar de oficio la ineficacia de los actos que 
constituyan la estructura misma del proceso que le den el carácter de instrumento 
idóneo para cumplir la función constitucional de administrar justicia, porque en su 
ejecución está comprometido el interés público. Asimismo, igual sanción recaerá 
sobre las actuaciones que miran a la defensa particular de los litigantes, siempre 
que las irregularidades de que adolezcan les infieran agravios y aleguen con 
oportunidad la nulidad pertinente”27. Este principio ha sido desarrollado en el 
ámbito del derecho judicial, el mismo que debe representar una pauta basilar en el 
marco del derecho administrativo, especialmente dictada por el reconocimiento del 
principio de celeridad. De modo que es necesario evaluar siempre la pertinencia de 
la nulidad. No en vano el artículo 14º del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, 

                                                 
27SALAS VIVALDI, Julio. Los principios de especificidad, convalidación, trascendencia y extensión de la 

nulidad procesal en la legislación chilena. En: Revista de Derecho. Nº 152, Año XXXVIII, Universidad de 
Concepción, Concepción, 1970, p. 28 
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aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS, establece causales para 
conservar el acto administrativo, entre las que se encuentra, la infracción de 
formalidades no esenciales, o cuando se concluya indudablemente que el acto 
administrativo hubiese tenido el mismo contenido, de no haberse producido el 
vicio. 

 

51. Consecuentemente, a partir de lo expuesto, esta Sala considera que corresponde 
declarar infundado el recurso de apelación sometido a análisis.    

 
En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 1023, 
la Primera Sala del Tribunal del Servicio Civil; 
 
RESUELVE: 
 
PRIMERO.- Declarar INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por la señora 
RUTH ROCIO MORENO GALARRETA contra la Resolución Administrativa Nº 314-2020-
OP-OEA-HEP/MINSA, del 2 de noviembre de 2020, emitida por la Jefatura de la Oficina 
de Personal del HOSPITAL DE EMERGENCIAS PEDIÁTRICAS, al haberse acreditado la 
comisión de la falta imputada, por lo que se CONFIRMA la citada resolución. 
  
SEGUNDO.- Notificar la presente resolución a la señora RUTH ROCIO MORENO 
GALARRETA y al HOSPITAL DE EMERGENCIAS PEDIÁTRICAS, para su cumplimiento y fines 
pertinentes. 
 
TERCERO.- Devolver el expediente al HOSPITAL DE EMERGENCIAS PEDIÁTRICAS. 

 
CUARTO.- Declarar agotada la vía administrativa debido a que el Tribunal del Servicio 
Civil constituye última instancia administrativa. 
 
QUINTO.- Disponer la publicación de la presente Resolución en el Portal Institucional 
(www.servir.gob.pe). 
  

Regístrese, comuníquese y publíquese.  

 
L17/P6 




